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1.11,2. .4...» 2 . J L CMClÜM—ÜE LQ-S D££BfHQS SECTORIALES; 

i_ EtU Mwáwt * wí i j i i làrtiJüt **-TT- T"^-^'%iTÍniírff****^iiiiJil··^*^'* j* l ·-*' iriJt*** TiiJh* 'i iMiiAaMffiíiifc^A^AAii^ÉwXiiAij^ »i.iiu.iAüiiMtii 

Mediante los Decretos sectoriales la Administración 

realiza dos operaciones. En primer lugar delimita el 

campo de libre actuación de las enpresas a través de la 

ccncrecicn de los objetivos iam , La reducción del ámbito 

de desenvolvimiento se *nstrum*mia ademas a través del 

_ _ _ _ _ _ _ _ _ ^ ^ ^ 2793/1981 (equipo eléctrico 
pars ia industria de automoción). Articulo tercero.-
Uno. El oojetivo general de la reconversión industrial 
en el sector fabricante de equipo eléctrico para la 
,rr_üstria de automoción es la consecución de unos niveles 
interna;, ¿.--nales de compet it ividad y la reestructuración 
f inanciera v product-iva de las Empreçs,- que se acojan a 
esta ncrr.ativa» de forma que se asegure razonablemente su 
permanencia comercial en el mercado nacional y la 
ííxfanbi.-n de sus exportaciones. Dos, Par_ las Empresas 
i_e deseen acogerse al plan de reconversión industrial, 
_e _et":nen los siguientes objetivos y condiciones 

_,e;i. sr.'.e aportaciones sustanciales de capitales propios, 
.r.s.jersj·.i los capitales actuales y los programa« de 

r.ar.es if. inversion que representan en su conjunto un 
• .ve. i. r . medio mínimo del cinco por ciento sobre las 
-er.as previstas en ei per »do contemplado, dirigidos 
j. r . r.z ;p~ ' mente a • 

ñi:;v, »hiicitn úm los procesos de produeccion, 
r.:;rf5ricion de nuevas tecnologías y mejoras de 
rgar, iza- '.or. 

fat-r: »j.-r. _e :¡JÍV.S productos, incluyendo» entre 
*..oa.._ ~e te.-:. ..g*_ > diseño avanzado«. 

4_«¡ert ( i r . i t , _e . _ : .¿ve¡es de product ividad en un 
. - . - * ; , r : . p< .- ler-tr. en ,o s primeres t r e s ar.-,s Je .a 
r- f v . - r s . : : . r e . i - i . T . i r . a o par» «»lio la pr_aj.:;-iin 
. a . n a a f r * ; . . s i n s t a n t e » =cn la p l a n t i l l a media 

ï i to m * 

_. r r.•-.*•;« i« exp .rta^.onms directas «.era .as 
.•• :»ii .ti.*» ir.»».«« r.. sera inferior ai ve.- te p . r 
.*'!. *• a.. -:vec lentos ochenta y tres 

http://ar.es
http://ir.it
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establecimiento de unas condiciones muy precisas y 

detalladas que habrán de cumplir las enpresas si quieren 

acceder a los beneficios previstos La determinación del 

régimen concreto d*> las ayudas condiciona la posición 

subjetiva de las distintas enpresas que operan en el 

sec tor. 

En segundo lugar, la Administración selecciona, 

dentro de las previsiones legales, el tipo de beneficios 

que se podrán otorgar a las empresas para el cumplimiento 

de los objetivos establecidos. Esta determinación de la 

tipologia de las ayudas está estrechamente conectada con 

ia problemática y especifidad de la crisis que atraviesan 

las empresas del sector Asi, en determinados sectores, 

las empresas necesitan afrontar una reestructuración del 

aparato productivo En esta situación caben dos 

posibilidades. 

- limitarse meramente a desmontar instalaciones 
cuando la capacidad es excesiva (Ej.: aceros 
comunes). 

- o, el supuesto más típico, cerrar determinadas 
plantas obsoletas, pero proceder de forma paralela 
a invertir en nuevas inst* laciones (Ej.: 
determinados subsector«S3 de fertilizantes y la 
siderurgia integral.) 

En estos casos, el tipo de ayuda más indicado son 

las subvenciones y el crédito oficial, complementado ern 

las medidas laborales que permitan readaptar n 

estructura de personal 1 B O . 

tmo En ilgunos casos se establecen d'stmtos tipos de 
ayuda según las características de las inversiones que 
deban realizarse. Vid., ocr ejemplo, i.D. 295/1885 
(fertilizantes). Art. 8a. "Medida« de carácter 
financiero, 1. Para la financiación del plan de 
ínvtriíjnai en inmovilizados materiales se establecen las 
siguientes mecida!» 
a) Subvención del 20 oor 100 de la »-.ver» ion rami. Las 
inversiones que 1« Administración considere como 
estratégicas podrán ver ampliado este limite hasta el 30 
por 100. 
b) Acceso preferente *i crédito oficial en los término» 
que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para 
asunto« Económico«, de conformidad con lo dispuesto en el 
ieai Decreto 2301/1984» de 24 de octubre 
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Pero en otros sectores la situación de crisis deriva 

de la estructura financiera o se ve agravada por ésta. La 

carga derivada de los créditc3 obtenidos es demasiado 

fuerte como para permitir cambiar el curso de las 

empresas o bien las deudas al Estado o a la Seguridad 

Social son muy elevadas. La falta de recursos propios 

imposibilita el saneamiento financiero. Generalmente 

esta structuración financiera es el paso previo para 

transformar las estructuras productivas i e i . 

c) La suma de las subvenciones y el crédito oficial no 
superara el 70 por 100 del valor de la inversión. 
d) Las subvenciones concedidas en virtud de lo dispuesto 

sectorial o empresarial, no superarán sumadas a éstas el 
30 por 100 de la inversión. 
2. Para la financiación de inversiones en inmovilizados 
inmateriales: 
a) Subvención hasta el limite máximo del 50 por 100 de la 
cuantía del presupuesto de inversión. 
b) Acceso preferente a las ayudas a través del Centro 
para el Desarrollo Tecnológico e Industrial, el Instituto 
de la Pequeña y Mediana Empresa Industrial, el Instituto 
para la Diversifilación y Ahorro Energético / otras 
Entidades que por su naturaleza puedan colaborar en el 
logro de los objetivos del plan. 
3. Aval de Institución Oficial de Crédito que 
determine el Instituto de Crédito Oficial a las Empresas 
que se acojan al plan de reconversión en las cuantías 
anuales establecidas en el plan, dentro de loa Ulites. 

fiú—0-1—PfQErftllB t ItlftílCif TQ ÚMÀ—Crédito Qf lC1ft 1» oe acuerdo 
con lo dispuesto a este fin en el Real Decreto 2001/1884, 
de 24 de octubre. 
4. Subvenciones reintegrables dentro de los limites 
previs­
to« con carácter general, a las Empresas oue atraviesan 
UA1 situación oue comprometa su viabilidad, destinados a 
su saneamiento financiero COBO CQlPiiSentQ de l«s 
aportaciones que para este fin realicen los accionistas, 
acreedores y trabajadores. Su reintegro se ingresara en 
el Tesoro Público y t&ndrá preferencia absoluta respecto 
a cualquier amortización de créaito» participativos o 
acciones preferente« previstas en el pian de reconversión 
de cada Empresa, asi como ai reparto de dividendos. 

*•» Vid, por ejemplo, i.D 78Í/IS82 (componentes 
electrónico«), modificado por ei i.D 4082/1882. La 
situación del sector de componente« electrónicos es 
actualmente critica en un triple a»pe:to: primero, su 
tamarto y estructura •• inadecuada a un entorno 
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La operación de concreción tien« doble dirección, 

tiene efectos tanto para la Administración cono para las 

empresas. A través de los Decretos sectoriales la 

Administración se autoiimita, restringe el ámbito de 

libre determinación, acota el campo de la potestad de 

aprobación de los programas de las empresas. Esta 

las empresas un mayor grado de seguridad jurídica, pero 

sobre todo, debido ai campe en que nos movemos, 

competitivo,; segundo, su componente tecnológica está 
poco desarrollada y concentrada en las tases más 
sencillas de los procesos, y, por ultimo, como 
con ;ecuencia de lo anterior y de la infrautilizaciin de 
la capacidad productiva, la situación económico-
financiera de las principales Empresas del sector 3e ha 
degradado hasta hacerse insostenible, amenazando incluso 
"JÜ hñjz&i. desaparecer ai sector- Por todas astas 

*<A •» w • • W %# I fc * * • * jua.MM.f àm, w hm %m\*á1 > 1 U i I y ^ * * * * *» » ' " ' * ^ * * * * * i% M U r r ff • —IJMJHL. 

4fcMjfcJKpJMLAiil y.ii-jMMja^JmlwJBMtf«IIMI .- i» mn m/^^mJtLJtLi^EmkfiäEkm^EEJUmim^- — ™»wiJBVa»JMt am •'--m-m^tíjE^át^iMUmJE^AA^tm— • •• * * M Í M M M M M > MUk»H» *ÜMwÉ» 

g-Structuraa actualnente existentes y. adaptarlas a 1&& 

entorno,.. Por ello, el Plan pretende estimular la 
mejora de las estructuras productivas, financier« y 
comerciales. Asimismo, el Plan contiene medidas de 
reajuste sociolaboral mediante una política inversora 
complementada con prestaciones adecuadas de desempleo y 
jubilación y actuaciones de reconversión profesional. El 
esfuerzo necesario para llevar adelante el Plan sera 
compartido por el Estado, accionistas y trabajadores, 
condicionándose la aplicación de las ayudas contempladas 
en este Real Decreto al cumplimiento por las partes de 
los objetivos, comportamientos y esfuerzos asumidos en el 
Plan presentado a la Administración. Fn consecuencia, 
los beneficios asignados son muy amplios: aplazamiento 
de las deudas tributarias y a la Seguridad Social, 
subvención por un importe aáxii.0 del veinte por ciento de 
la inversión, acceso al crédito oficial, subvenciones 
para investigación y desarrollo de nuevos productos o 
procesos, medidas laborales. 

X M La demanda de información por parte de las empresas 
•• creciente. La legislación catalana he dado respuesta 
esta neces Jad (inherente a la complejidad de la 
estructura „ onómica actual) mediante la creación del 
Centro de Inijrmación y Desarrollo Empresarial (L. de 18 
de »bril de 1983) y la Ley 14/1987. de Estadística. 
PIIDIEII destaca como el Estadc prod.j-'-e también 
información, no tiene ya como única función producir 
Derecho, segtin la tradición liberal, •-• pnaucir 
comunicaciones, bienes y servicio«, como posteriormente 
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La aportación de datos a los particulares sobre la 

voluntad administrativa, al dar publicidad a los 

objetivos, permit© que las empresas puedan determinar 

mejor su propia actividad, orientando, canalizando la 

politica empresarial en un determinado sentido 1 B S . Al 

mismo tiempo al suministrar públicamente iniormación a 

las empresas se simplifica la fase posterior. La 

negociación entre las empresas que quieran acogerse a las 

ayudas y la Administración es más ágil y rápida si las 

primeras conocen los objetivos, especialmente cuando 

éstos están muy detallados o cuantificados. 

El conocimiento previo de los objetivos, asi como el 

carácter público de los mismos, comporta un importante 

factor de rapidez en la adopción de las medidas al 

simplificar y agilizar el procedimiento de aprobación de 

los programas y la consiguiente asignación de beneficios. 

For tanto, disminuyen los costes de adopción de la 

politics sectorial. Precisamente esta capacidad de 

respuesta inmediata es uno de los factores determinantes 

del éxito o fracaso de la política de reconversión. 

Pero sobre todo debemos atender a otro elemento, 1*. 

transparencia del proceso, cuestión nada desdeñable ya 

se enfatizó, sino que en las actuales circunstancias, 
aparece un nuevo rol. Esta ampliación del papel del 
Estado se fundamenta en factores diversos como las 
características del proceso de incorporación de nuevas 
tecnologías, la superación de los mercados nacionales, el 
incremento del comercio internacional, la incorporación 
de nuevos países a la estructura económica mundial... 
Vid. "Nuove tecnología de lia. mformazione e nuove 
istituzionl: un rapporto problemático" en la obra 
dirigida por ROSITI. P: Ruionalità sociale e tcenoioiica 
dalla mformazione (III), Hi Uno. 1973, pegs, 216 y ss. 

i e a El papel de la programación pública (con 
características muy variadas) como factor relevante para 
la incorporación de la tecnologia en ios procesos 
productivo«, constituye en la actualidad un lugar común 
del pensamiento económico. Vid., por ejemplo, CASTELLS, 
M.: "Ocho modelos de desarrollo tecnológico" Íiimv_a 
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que constituye una técnica de control de la actividad 

pública. Cono tal es especialmente relevante por las 

características de la actividad administrativa que 

dificultando el control judicial tradicional. Este 

funciona siempre a posteriori y, en consecuencia, 

difícilmente podra remediar determinadas situaciones. 

La regulación en el Decreto sectorial de ios 

objet^-^s a perseguir y de los medios que pueden 

asignarse al cuwp] miento de los mismos permite la 

realizador del principio de no discriminación de trato 

184 

Para fundamentar esta afirmación es necesario hacer 

una breve exposición del contenido constitucional del 

principio de igualdad 1 8 6 . El planteamiento en torno al 

principio de igualdad en la esfera económica debe hacerse 

partiendo de la base de que no cabe hacer abstracción de 

los elementos diferenciadores y diferenciados que puedan 

existir en cada caso *•• . Asi no es posible 

IB« 21 principio de no discriminación no es simple 
consecuencia de la igualdad sino una aplicación modulada 
y dinámica de ésta", AVRET, "L'égalité des sexes dans la 
fonction publique .R.D.Public 1982, 2, pág. 1568, citado 
por MARTIN RETORTILLO, Derecho Administrativo...op.cit 
pág. 175. 

1 B 0 Tema ampliamente tratado por nuestra doctrina desde 
un punto de vista general y especialiiente desde la 
perspectiva del Derecho del Trabajo. Vid. RODRIGUEZ-
PliERO, M y FERNANDEZ LOPEZ, MF., lgMñlÚñÚ X 
díacriiiinación. Madrid 1988, SUAY RINCÓN, S.. M 
ir • •MiAJpWhijK-i'Mi M "w^ÉJI^~,~^mA^fcAft^BwAj>i^fcaÉw-~- HAA i áLBV. —««AJMU»Jmt«jmWM~iMUmat»—- -Jfc**A4JÄi^EuJfciEh«*--Ä»ÄA*-lfc-Ä * 

Madrid 1985, ALONSO GARCÍA, E., 11 principio de igualdad 
del artículo 14 de la Constitución «apartóla", I.á-P., 
1983» 100-102, I, págs. 21 yss, BA10 LION, J.H.. "La 
igualdad como derecho público subjetivo'- L....A...P. . 188?, 
U4» págs. 179 y si.; JIMENEZ CáMPO, J., "La igualdad 
jurídica como limite frente al legialador", M.£.D.C.. 
1S83, tí, págs. 71 y aa. y con anterioridad si sistema 
constitucional ENTRENA CUESTA, 8. "El principio de 
igualdad ante la ley y su aplicación en el Derecho 
Administrativo", a~£L£-. 1982, 3?, paga. 83 y as. 

*•• MARTIN RITOBTILLO, S.» Oek.cho Ada.iniatra.tivo. JO. 

http://Ada.iniatra.tivo
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interpretarlo nonulíticamente, Por este motivo es preciso 

resaltar el valor de la regla interpretativa acuriada por 

el T.C.: la discriminación es contraria a la 

Constitución cuando está desprovista de justificación 

objetiva y razonable ll^7 Con esta argumentación se 

alude a la relación medios-fines (test de racionalidad) 

pero sobre todo se insiste en el valor de las razones, de 

los motivos que fundamentan la diferencia de trato (test 

de la razonabilidad ) l 8 8 Asi, no toda desigualdad 

constituye una discriminación sino solamente aquella que 

no esta razonablemente justificada, de acuerdo con 

razones jurídicamente atendibles. En este juego de la 

ratio legis juegan un papel preeminente, en el ámbito 

económico que ahora nos interesa, no solamente los 

valores constitucionales del Capítulo III del Título I, 

sino también los otros fines que la Constitución impone 

al legislador 18B. 

En este marco analítico debemos situar el 

significado de ios Decretos sectoriales. En estos textos 

se plasman las directrices que posteriormente deberá 

seguir la Administración en la fase de aplicación 

propiamente dicha l7a Al fijar los criterios, los 

1 8 7 Sents. T.C. de 21 de Julio de 1981 y "¿0 de Noviembre 
de 1981. 

*•• Sobro el juego de las distintas formas de razonar 
para dotar de operatividad al art. 14.C. es 
imprescindible el trabajo de ALONSO GAfCiA cit. en la 
nota séptima de este epígrafe, particularmente pags. 23 y 
ss.*•• 

199 Especialmente arts. 130.1 y 131.1. € E La Sent. 
T.C 162/1985, de 29 de noviembre indica que la igualdad 
ante 1* ley exige que no se introduzca una 
"diferenciación' que pueda considerarse discriminatoria o 
que carezca de la justificación razonable en relación a 
las finalidades que con ello se pretende lograr y exige 
asimismo que tales finalidades se ajusten a los bienes y 
valores que ia Constitución proclama y protege' . 

*™ Vid. en Kmdam et Document«. 1972. páf. 33 y s«. . la 
relevancia que la jurisprudencia otorga * les directrices 
••añadas de la propia Administración en relación ai 
condicionamiento c* ia« subvención««. La coabinmcicn del 
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parámetros, la Administración no podrá apartarse de estas 

condiciones y de estos objetivo« ya que, cono más 

adelante veremos al analizar la naturaleza de los 

Decretos Sectoriales, dicha desviación no significaría 

meramente un apartarse del precedente y por lo tanto 

requeriria motivación suficiente, sino que nos 

encontraríamos ante un supuesto de derogación singular de 

reglamentos l71 y 1 7 a 

La funcionalidad de los Decretos Sectoriales y lat 

características de la relación Ley-Reglamento en el campo 

que ahora nos movemos, nos permiten comprender el sentido 

de ia argumentación del T.C.: 

La Ley ante is cual el art 14 de nuestra 
Constitución impone la igualdad, es desde 
luego en príncíp*o, la ley en sentido 
material, la norma jurídica en abstracto, 
con independencia de su rango de manera 
que a todos deben ser aplicadas por igual 
las normas legales y reglamentarias y ni 
éstas ni aquéllas pueden introducir entre 
los ciudadanos o entre las situaciones en 
las que éstos se encuentran diferencias 

im»»lmhi<J>Mml»dwLi^fc»JLJmmywjfc--^^^ • * m* ,MuMMrijmfcJMMB»-·^»"Sl·Mm"^»"Mi..., -^-wj-jifc—M—jmh«amywL 

MLdÉViM>*<mii-flbJMiJLaMMtfMiaMMUM 

L^^ML^»w-~-*MlJattJlBtoflB-dBb-flkl~Ml*J^ 

principio de igualdad con las directrices juega un papel 
clav« nomo mecanismo de reducción de la d iscrecional idad. 
Sobre el valor de las directrices, Vid. BAEMA DEL 
ALCAZAR, H., "Instrucciones y circulares como fuente del 
Darecho Administrativo1, B.A.P.. 1965, 48, págs. 100? y 
ss. 

1 7 1 11 principio de no discriminación de trato atribuye 
valor constitucional al art. 43.c. L.P.A. (obligación de 
motivar en el supuesto de separación del precedente). 
Sobre la obligación de motivar en el supuesto de camoiu 
de criterio de aplicación de la Ley, vid. Sentencias T.C. 
de 24 de enero de 1983 y 49/1985, de 28 de marzo. Sobre 
el valor del precedente Vid. DliZ PICAZO, L M., 'La 
doctrina del precedente administrativo", i.A,P., 1882, 
88, págs. 7 Y ss. 

*^a GARCIA DI EiTEBRIA, 1., "Observaciones «obre ei 
fundamento de la inderogabi iidad singular de los 
Reglamentos-, en Lfglllacián _ delegada,—.—pQl.get.ftd 

y ss., especialmente págs. 2?8 • 280 y 292 a 298. 

^ 

http://pQl.get.ftd
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se persigue. Desde esta última 
perspectiva, es decir, desde el punto de 
vista de la llanada igualdad en la ley, no 
se encuentran, sin embargo, en el mismo 
plano, la norma legal y la reglamentaria, 
pues como ya hemos dicho, no es la misma 
relación qua existe entre Constitución y 
ley que 1» media entre ésta y el 

•̂MmHaÉwlMariflki-MlAfeaiaitSHUvMMt-̂ ^ 

en jante que el c.iercicio de la potestad 
ja»»mlLJB^«^>»<'m%MiyBLJya»jB^»ÉÉ\Afc"da%^ .«sja-mm» 

4JbJaaJwLJ»iMi«JaiL<fc---~— • • •aV^h.^^^fcpaÉVJatM»~jfcAJt.iy»,.lM ,ia>JaiyMt — A Á J m ilajiiJUL^phJHMtA --JMUwfc 

azuum en la .ley de nodo inmediato, a al 

h&tLLillacÁón. Del mismo modo, no puede el 
Reglamento excluir del goce de un derecho 
a aquellos a quienes la ley no excluyó. 
El juicio sobre la licitud constitucional 
de las diferencias establecidas por una 
norma reglamentaria requiere asi 
necesariamente y solo desde esta 
perspectiva, un juicio de legalidad.' iya 

Mediante la delimitación de los objetivos 

sectoriales se precisan las obligaciones de las empresas 

que quieran integrarse en si proceio de riconv«r«i6n del 

sector. Esta potestad gubernamental se fundamenta en la 

L R R ya que precisamente las propias características de 

la ordenación sectorial apelan a una intervención 

administrativa. Al precisar y concretar los objetivos a 

nivel sectorial se posibilita el control posterior de la 

proporcionalidad de las obligaciones impuestas a las 

empresas asi como si el condicionamiento de las ayudas 

cumple con la finalidad perseguida *7* En definitiva 

1 7 3 Sent. T.C~~2úa7Ï987. de 22 de diciembre (fa í>a 3ft). 

i*r+ álgun autor ha sugerido, siguiendo las pautas de la 
doctrina y jurisprudencia francesa«, controlar la 
potestad reglamentaria desde ei mismo prisma que se 
enjuician el resto de las potestades discrecionales de la 
administración. Concretamente DE Lá CRUZ Fliili propone 
recurrir ai control de la causa (entendida como necho 
determinante del ejercicio de la potestad) y de la 
proporcionalidad de la normativa adoptada. El mismo 
autor es consciente de que su postura puede significar 
una extraiimitación en las funciones del juea y por ello 
recuerda que, en todo caso» el control d« la 

*. 
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permite dotar de eficacia la técnica de la desviación de 

poder, cuya operat iv idad es a vmcms limitada por el 

carácter genérico de las atribuciones de la potestad a la 

Administración 1 7 0 

El contenido del Decreto mediante el cual se declara 

un sector en reconversion nos plantea la duda de cual sea 

su naturaleza jurídica. Se trata de un acto con 

pluralidad de destinatarios, pero limitados Tiene un 

ámbito sectorial y no general, y las normas son de 

carácter concreto y no abstracto. Por tanto debemos 

plantearnos si estamos o no ante un acto de naturaleza 

normativa, ante una fuente del ordenamiento o si por el 

contrario nos encontramos ante una actividad de 

aplicación. Este problema no tiene un mero interés 

proporcionalidad no habilita al juez para sustituir la 
apreciación p.-lítica de la Administración por la suya 
propia, 'Sobre el cont -oi de la discreclonalidad en la 
potestad reglamentaria , R. A . P .. 1988, 116, págs. 85 y 
ss. En t^do caso es preciso recordar que la distinción 
entre acto y reglamento no se toma en consideración en la 
literatura jurídica francesa. GARCÍA DE ENTERR1A ha 
insistido sobre los parámetros de control judicial de la 
validez d© las normas, indicando que este control tiene 
que ae hecho desde criterios objetivos de derecho, que 
respeten íntegra la responsabilidad de los juicios 
políticos que toda elaboración normativa implica 
necesariamente, juicios en los cuales el Tribunal no 
tiene competencia §»ara penetrar, en La interdicción de 
la arbitrariedad de la potestad reglamentaria en 

especialmente nota 35 y 38. En la primera se expone la 
evolución de la posición del Tribunal Supremo 
norteamericano y la formulación de la doctrina del self 
restraint 

*''» SATAMARIA PASTOR, J.A.. R«n<vación dogmática en 
torno a la desviación de poder como instrumento de 
control' , R...E..D . A . . 1874. 2 
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académico, sino que presenta importantes consecuencias en 

cuanto al regimen jurídico aplicable 17«* . 

No reproduciremos las aportaciones doctrinales y 

jurisprudenciales ampliamente conocidas, sino que, a la 

lui. de las mismas, intentaremos indicar el tncaje 

sistemático de los Decretos Sectoriales. 

La L.R.R. utiliza constantemente el termino Decreto, 

en referencia ni órgano de quien procede, el Gobierno. 

Pero para conocer la naturaleza deberemos atender a su 

contenido, criterio determinante como reiteradamente ha 

destacado la jurisprudencia 1 7 7 . 

Si analizamos los diferentes Decretos sectoriales 

comprobamos que mediante un único instrumento se realizan 

varias operaciones de contenido diverso y de naturaleza 

jurídica diferente. 

El Real Deere"o declara un determinado sector en 

reconvsrs'on, delimitando el ámbito de aplicación de las 

medidas previstas en ía Ley Al mismo tiempo, como la 

L k H remite a una posterior operación de concreción, de 

singular izacion . del regimen general, el H Ü sectorial 

no solamente determina el supuesto de hecho ai que se 

aplicaran las previsiones legales l",m sino que también 

179 Si bien es tarea ardua la delimitación entre actos 
administratives o resoluciones y las disposiciones 
ge'' rales o reglamentos, máxime en supuestos límites, ic 
que no pued« afirmarse es que tal delimitación s«sa 
inoportuna o supèrflua' (Sent T.¿. de 29 de Mayo de 
1381 Ar. ifellò) 

1 7 7 i título de ejemplo, Sentencia T ó. de 25 de febrero 
de labU (Ar 1055): El criterio de distinción se 
encuentra en su contenido y no en su forma de emanación , 
Sentencia T.5. de 22 de octubre de 18Ö4 Car. bl3tí). mas 
atendiendo al contenido de las instrucciones que es el 
determinante de la diferencia entre Disposición General y 
acto administrativo.*' 

l~*m En este ciso estaríamos ante un supuesto simitar a. 
planteado por los Decretos de creación je rar-i-ea 
Naturales (Art. 5 i de la Ley H« Espaci-.s Nat-ra*es 
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selecciona las medidas y, además, regula las condiciones 

concretas en que deberán aplicarse al supuesto de hecho, 

al sector de la realidad delimitado. No se produce una 

mers declaración de concreción, atribuyendo a un sector 

definido previamente de forma general las consecuencias 

que la ley señala, sino que los diferentes Decretos 

definen primero el sector (art. la) y posteriormente 

determinan y regulan las medidas aplicables, asi como las 

condiciones concretas para su obtención. Asimismo crean 

las respectivas Comisiones de Control y Seguimiento, 

determinando la composición y las funciones previstas con 

carácter general en la 1.R.R. y, en determinados casos, 

establecen con carácter ot1ígator10, la constitución de 

una Sociedad de Reconvert ion y la creación de un 

organismo de gestión técnica, 11 Gerencia. 

Atendiendo pues al contenido de 'os Rerles Decretos 

de reconversion observamos que regulan un conjunto de 

actuaciones futuras, tanto de la Administración como de 

los particulares, con sigr, *.f icado de permanencia -aunque 

limitado-, puesto que no se agotan en un único acto 

aplicativo, no se consumen sus efectos en un único 

cumplimiento, sino que se trata de un conjunto de normas 

que desarrollan, pormenorizan las previsiones de la 

L R K y se integran en el ordenamiento jurídico. Este 

conjunto de «lámanlos caracterizan ei producto de la 

actuación del Gobierno como una disposición general» como 

Protegidos). Vid Sentencias T S de 29 de octubre de 
1978, 24 de septieabra de i960 y 8 de julio de iaö2 En 
esta ultima se indica que no puede hablarse en estos 
casos, en sentido prop;-, le j ispcs i.-;-,nes gei.era .es 
innova ei ordenaauert r. i Jessrr . . .3 ....'.a .ey 
simplemente se trata le „na le. ,»;t..wn • •;. re', a 
atribuida ei lege al ''..nse;, -Je flinistr.s s.:. -ĵ e e.. 
=.~p >i,ga i» silera:; .i, je su -araaer ¡i,e pr ~p ; amei.' e 
s~p„i.e .a stritju'. ion a ji, terren-j ,:¡per r . •• ; e 3e •$,,£. 
•i u e delimita ¿a ¡- a i i i i c a c ¿ o r. Je fsr^j»; Natura- •;. * ?J 
-wfísê -uer.c IA ¿*e_ ±x -i-ey ser, a + a Una a. .s...r, a. sra.:«r 
.••-r. st i i j t i ve Je estjs le ret..-s. aunque ; .. e:.tra a 
analizar dicha problemática, er, flAR.7;i"i »t; ,-rl...^. 
aspectos administrativas <•?• _a .rea ..::. y r.: :.SÍ.K: ' 

de lo« Parque» Nacionales", I.1,P.A., 1975, 8, 343 y sa 
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un Keg lauento 

La calificación es operativa ya que nos permite 

determinar el régimen jurídico aplicable. Al tratarse del 

ejercicio de la potestad reglamentaria, la Administración 

tienen un nivel de libertad mayor que si se tratase de 

otro tipo de potestad 1 7 B . La modificación o derogación 

no tiene limitaciones procedimentaies o materiales i e o 

por lo menos desde la perspectiva de la teoria de las 

fuentes, quizas la afirmación no seria tan tajante desde 

la perspectiva de la ordenación de competencias y el 

p m c i p i o de lealtad constitucional. 

La utilización del criterio ord mamental ista no 

cierra definitivamente la cuestión de diferenciación 

planteada ya que no sirve como criterio apríoristico, no 

permite determinar cual "deba ser" el contenido del acto 

101 

1 7 0 Sobre las distintas funciones constitucionales del 
Gobierno, y en especial Id de dirección de la politics. 
Vid. MENENDEZ REIXACH, A. Funciones del Gobierno en 
colaboración con GALLEGO ANAB1TARTE, á., en la obra 
dirigida por ALZAGA Comentarios a las leyes..., op. cit. 
pags. 43 y ss., FORRAS NADALES, A.J., 'La función de 
gobierno: su ubicación en un emergente modelo del estado 
social', R.E.P., '98?, 56, pags. 77 y ss., CHEL1, E., 
Funzione d) governo, indirizzo político, »iovranita 

popolare , en Manuale di Diritto Pubbiieo, dirigido por 
AMATO, G. y BARBERA, A.. Bolonia, 1984, pigs. 335 y ss. 

leo £1 pioblema de la modificación legislativa de los 
beneficios ha sido ampliamente debatido er. el amDito 
doctrinal del Derecho Financiero, que se ha centrado en 
la supresión de los benef^-ios fiscales. Sobre esta 
cuestión vid Sent T.C. S/1983, de 4 dr febrero, y ei 
Voto particular del Magistrado GOMEZ FERRáR, también las 
referncias doctrina.^ lei capitulo 111, «f/artado 2.2 J. 

i a í HAP'. •.'• RETC p:;..;. . I ya puso ce relieve esta 
insuficiencia en A * b administrativos y Reglamentos , 
!!_JL£ . Ití83, 40. r sg 24a. Una exposición del criterio 
Mr Jist.:. itn -fi.:.amenta! :sta en lARC.A ENTERRIá, E , 
re.'.rs.. .̂r.te-..- so iireotc :ontri d isp usi c lunes 
reg iamer.1 ar isb y re:„rs.. jrevi. de ripusí íu'i , en 
*&jL±ajA¿±¿Ji. jiCACÄaaÄ... -P :;t, PSS- -4'-' éste 
-•r iter !•- r¡a silo p~st «r ; _ rmer.te utilizado ät> t.-ri« 
reiterada p^r .a ; _r . s¿. --den . .a , a~nqi.e • veces --.̂n * „& 
U S Í C S arg~.s¡e * s «s .«.as - . S han «Uei.tJ, 
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El Gobierno al dictar el Decreto de declaración de 

un sector en reconversión ha activado una postestad 

atribuida por la L.R.R.. Por lo tanto cabe preguntarse 

qué fin objetivo ha pretendido alcanzar el legislador al 

conferir semejante potestad y qué ciase de potestad es la 

que le ha conferido *•*. En esta dirección, GIANNINI 

afirma que en el supuesto de los actos administrativos la 

atribución de una potestad a la Administración sirve para 

la resolución de un concreto y puntual coiflicto, dando 

la solución que el interès público requiere. En cambio, 

en el caso de los Reglamentos la finalidad no es 

administrar intereses, sino la de cualquier acto-fuente: 

la regulación abstracta de relaciones jurídicas con el 

fin de constituir el ordenamiento jurídico 1 B a . 

Como consecuencia de la misión asignada a la 

actividad de la Administración, el acto se integrará en 

el ordenamiento ia* , Asi, y como anteriormente hemos 

expuesto que la función de los Decretos Sectoriales es la 

de regular y ordenar con criterios generales (en el 

resultados diversos al no jntrar a analizar con detalle 
el supuesto de hecho r.oncreto, el contenido real. 
Asimismo, LEGUINA recuerda que el criterio 
ofdmamentalista utilizado exclusivamente y sin conexión 
con otros criterios de diferenciación es "notoriamente 
insuficiente" pues no incide en la médula del problema y 
puede llevar a soluciones contradictorias, "Legitimació , 
acto» administrativos generales y Reglamentos", B.A• • P-• 
1988, 48, 183 y ss. 

op. cit. págs. 240 a 243. 

imm • Prowadimenti aaainistrativi generali e regoiaaeiiti 
airustenali ' . LLJEflrfl_ltl>Liailfl. 1953, III, pag 20 

*•* La ratio legis es contemplada en alguna» sen ten., i as 
del T S. Vid., por ejemplo, 25 de noviembre de la'ö 'Ar 
3822), 31 de marzo de 1982 (ár 1308) y 31 de ottuCre Je 
1S88 (Art. 5823), esta ¿itiaa •• especialmente 
interesante ai versar sobre la naturaleza je .a 
determinación de los coeficiente» de caja .le . -s 
intermediarios financiares 
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sentido que dicho término tiene en nuestro contexto) una 

i^irminada situación, un conjunto de relaciones 

ju.ídicas, el Decreto sectorial debe considerarse como un 

acto de naturaleza normativa, en definitiva, como un 

Reglamento. 

El análisis de la naturaleza del Decreto por el que 

se declara un determinado sector en reconversión no 

estaria completo si no tomásemos en consideración su 

carácter planificador. Este ultimo elemento explicn 

también las dificultades que presenta su encaje 

dogmático. Como F0R3TH3FF ha señalado la planificación 

plantea problemas para encuadradla en el esquema 

tradicional de las fuentes del derecho i 0 6 . 

Aunque los Decretos sectoriales no incorporen el 

texto integro del plan previamente aprobado, son su 

consecuencia directa, recogen los objetivos diseñados en 

el mismo (y cuantificados) y, un consecuencia, incorporan 

elementos de la planificación. Su significado se explica 

por la vinculación al clan de ordenación del respectivo 

sector El Decreto constituye la instrumentación 

normativa del plan, es la regulación necesaria para la 

ejecución de los objetivos diseñados en el mismo. 

La L.R.R. y los Reglamentos de desarrollo regulan un 

régimen jurídico que requiere para su puesta en 

funcionamiento uns decision de ia Administración. La Ley 

actúa como una prevision, contiene una habilitación pare 

su ejecución, en el sentido instrumental de dicho 

termino, en cuanto hace referencia a una decision 

primaria que se trata de hacer efectiva La aplicación 

lei regimen de la reconversion industrial funciona 

sicutncjiiiinte • traves de decisiones adoptadas en 

diferentes niveles d# actuación La intervención 

*•• 'Sobre medios y métodos de la piar. ;r icacion 
moderna , en la obra colectiva dirigida por iáí-hh, J á , 
La r» imc ií,ctgian. edición espartóla, Madrid, . ? <'4, pag 
ft "1 
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administrativa, de segundo grado, es necesaria para 

concretar el supuesto de hecho, el ámbito material de 

aplicación de las normas. A través de esta subsunción 

escalonada se ponen en práctica las previsiones legales. 

La justificación reside en la función 

individu"'izadora del Plan, esta misión no la puede 

cubrir la norma general. La ordenación sectorial debe 

referirse a sectores, ámbitos concretos de la actividad 

económica y disponer en relación a éstos lor objetivos y 

medios rspecificos. La finalidad perseguida requiere 

precisamente prestar atención a la situación real de cada 

sector productivo, a las características de la 

problemática. Aunque la tipologia de la crisis sea la 

misma las soluciones no son idénticas, ya que requieren 

un tratamiento pormenorizado, acorde con el tamaño de las 

empresas, la cual ificación y edad de los trabajadores, la 

estructura financiera, el nivel de innovación tecnológica 

incorporados, la red de comercialización. 

La L RR establece la obligatoriedad de ia 

formación del plan y los efectos, tanto para ia 

Administración como para los particulares, y por ello 

adopta las normas jurídicas que legitiman su fuerza 

vinculante. La L.R R. crea los Planes sectcrialss, ei 

contenido de los cuales comportan obligaciones para las 

empresas que se integren en éstor. Pero las limitaciones 

y obligaciones legales impuestas por estos planes a la 

gestión empresarial se fundamentan en su aceptación 

voluntaria. Ei reglamento - plan no puede prever 

beneficios no fijados por ia ley pero dentro del marco de 

esta puede reñalar o no ciertos beneficios, en ia cuantía 

que estime conveniente y por lo tanto, en ultimo extremo» 

decidir la aplicación misma d« la ley *•• 

Los Decreto» Sactor irlaa en tanto que inatruitüt-s 

da planificación constituyen una figura jurídica .jue 
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reúne elementos de diferentes carácter isticas, tiene un 

contenido conplejo. La LR... remite e los planes y 

decretos sectoriales la ordenación propiamente dicha (y 

en este sentido se trata de un acto de producción 

normativa) y la ejecución, la concreción (y en este 

sentido se trata de un acto tífico de aplicación), pero 

al mismo tiempo será necesario un proceso continuo de 

aplicación, una sucesiva serie de actos de cumplimiento 

para que podamos hablar de ejecución de la ley. Los 

planes-decretos sectoriales desarrollan-aplican 1» ley 

general previa. Lo característico de este proceso de 

concreción, de partícularización, consiste en la adopción 

de medidas singulares que dependerán de las 

características de la realidad sobre la que se quiere 

operar. Se trata de un supuesto de norma medida", de una 

norma que particulariza y concreta en un ámbito singular, 

el sector declarado en reconversión, las disposiciones 

establecidas en la Ley. El carácter ordenador del 

Decreto, aunque sea de una situación concreta y acotada, 

impid' su realización en un solo acto de cumplimiento ya 

que regula una serie indefinida de actos de ejecución 1 8 7 

Se trata de normas que, como dice FOSTHOFF no son 

eonstitutio" sino "actio", es decir, no crean un orden 

para la acción. sino que son en si mismos acción o como 

dice HUBER, disposiciones que se ejecutan a si mismas i e o 

197 En relación a las peculiaridades de ios instrumentos 
normativos de planificación, Vid. BARBERá, A., teggi di 
piano a sistema de lie fonti. Milano Giuffra, 1968, 
ÜáSSOLS, H , La planificación económica en la obra 
colectiva dirigida por GARRIDO, F., £1 modejo Bcononicü 

Madrid, 1981» pag. 412 y ss , MARTiM RITüM'llLú« ^ , 
Derecho AdminlatratiVQ. •.conámiCQ (1), Madrid, l98tí. paga 
392 a 4UB. Para un «studio del tipo de normas 
mencionadas y los proMemas que plantea per sus 
características Vid. MOBLAT I , €., Ljt̂  -AaágJL 
aiQvvtdiatcto. Hilan, I860. Sobre la problematic« de la 
naturaleza de ios plane» en «i ordenamiento urbanístico. 
Vid. GAgClá DI MTESllá, E. y PágEJO, L.. Laccionea da 
Puraeña. Urfaaníatiea. Madrid, 1881, pags 178-X88 

»•• FORSTHOFF. Ernst, tochtaitaat im Hand«!. Stuttgart. 
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Motivadas por la necesidad de actuar frente a una 

situación especifica, su contenido se orienta totalmente 

a una necesidad contingente. Expresan una relación entre 

medidas y objetivos para lograr un fin al que la 

tormuiacion de la norma se adapta y subordina y, una vez 

desaparecida la situación que la motiva y conseguido el 

fin propuesto deja de tener vigencia para convertirse en 

una curiosidad legal. Su validez está lógica y 

temporalmente determinada por una situación concreta. 

En definitiva, si contemplamos de forma global la 

ordenación sectorial plan-Decreto, vemos cómo el 

procedimiento de elaboración y aprobación de los decretos 

corresponde al esquema estructural carácter ist ico de la 

planificación 1 8 8 La fase de formación y elaboración 

del plan, previa a la adopción del Decreto, tiene unos 

rasgos específicos, una dinámica propia, distinta del 

iter de elaboración de las disposiciones de carácter 

general. Los órganos de aprobación de uno y otro son de 

distinta naturaleza pero en tanto en cuanto el plan 

requiera para su eficacia de una instrumentación 

jurídica, se incorpora en el Decreto sectorial En la 

medida que dicha incorporación al texto es nás o menos 

intensa provoca o acrecenta ios problemas entorno al 

significado del contenido de dicho instrumento jurídico 

t'or esta causa a veces se utiliza ia técnica de no 

integrarlos en el texto a travos del recurso a los anexos 

100 

l tío4 , ^ ^ -£j- ̂ y -^- — n "GARCTÄ PELAYÚ , Las 

*•• Sobre el esquema estructural del plan HAPT1N 
BETüBTILLO. S.. üaXñiÚUl-aaA2Jl±&l£ALlXZ~. P»í 326 

»•° L«y 7/1W84. d« 13 de Junio del flan t~~:, ,n. . *a~s 
Andalucía ltJ84~iie§ Una exposición de .a ne .--J.. *-g¡a 
• •picada y úm lo« objetivo« perseguidos •>• <a f.ü :a-..-;. 
de dicho pian en RODRIGUEZ L0PE2, J . r.s^t.-a:;.:, 
regional y política econoaica nacional ei. e* »as- ;e 
ándaiucia» El £ft,.im.̂  lis de febrero d« 1984 
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III.2.4.3. FUHCIQWALiDAD—DJS—LA—ÜHDEHACIÜM SECTORIAL 

DESDE LA PERSPECTIVA DEL REGIMEN COttUfllTARIQ DE AYUDAS 

De acuerdo con el Tratado de Lisboa y Madrid de 12 

de junio de 19Ö5, en la fecha de 1& de enero de 1986, 

España y Portugal se convirtieron en Estados miembros de 

las Comunidades Europeas y en Estados partes de sus 

Tratados constitutivos, tal y como fueron completados en 

el Acta adjunta al Tratado de adhesión *•* Al 

convertirse España en miembro d© las Comunidades, se 

íntegra an su ordenamiento, acepta el acervo comunitario 

con todas sus consecuencias 1Ba. Este efecto es 

especialmente importante como pone de relieve la 

jurisprudencia del Tribunal da Justicia C.E., al 

proclamar el principio de la áupremacla del üerecho 

comunitario 

La integración en el sistema normativo comunitario 

obliga a plantearnos ia articulación de ia política de 

reconversion industrial con las políticas sectoriales 

comunitarias, instrumentadas de acuerdo con los 

principios rectores de las ayudas estatales a las 

1 8 1 Cf. Decisión del Consejo de las Comunidades europeas 
de 11 de junio de 1985 relativa a ia adhesion del Reino 
de Esparta y de ia Republicà portuguesa a ia Comunidad 
Europea del Carbon y del Aceio y Acta relativa a las 
condiciones de adhesión del Reino de Esparta y de ia 
Kepublica Portuguesa y a las adaptaciones de ios 
Tratados. 

xsa árts. i a 8 del Acta relativa a las condiciones de 
Adhesion i.ere el alcance jurídico de dichos preceptos 
vid, GOHZA-t.; CAMPOS» J , £1 ingreso de Esparta en las 
Comunidad«» Europea« y loa efecto« del Acta de adhesion , 
•n I¿a!A¿L. ¿e wfcXfl.L, ̂ UU^iU¿ÍM JMX.afiMO (I) dirigido 
por «»te autor conjuntamente con GARCIA Di BUTERRIA, E y 
NUiOl MACHáPG« S , Madrid« 1888« paga 38 y ss 
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actividades económicas (Arts. 92 a 94, Tratado C.E.E.; y 

con la política C E C A , en el sector siderúrgico 18» . 

Pero antes de abordar dicha cuestión debemos 

recordar que la nayoria de loe planes de reconversión 

sectorial instrumentados a partir del D I 9/1981 han 

finalizado antes de la integración en la C E E . 18* 

Solamente en el sector textil estaba previsto que la 

duración de las nedidas fuese posterior 1 8 0 Débenos 

1 8 3 Una exposición de las lineas directrices de la 
política siderúrgica de las Comunidades Europeas en 
RAMBLA JOVANI, A.. LAS HERAS SANZ, C . La política 

págs. 157 y ss. 

"»« Vid. art. I.2., R.D. 1002/19822 (calzado); Art. 2, 
RD. 6Ü8/1982 (cobre), R.D 789/1982 (componentes 
electrónicos), no está expresamente señalado pero se 
puede deducir de la disposición adicional; Art. 9, R.D. 
2793/1981 (equip i eléctrico para la industria de 
automoción); Art. 9, R.D. 1788/1982 (Forja pesada por 
estampación). En el R.D. 2200/1980 (electrodomésticos 
linea blanca), previo al D. Ley 9/1981, no se indica 
plazo alguno, excepto «n re. ición a los beneficios 
fiscales y arancelarios, para los cuales el plazo de 
duración se entenderá finalizado el mismo día que se 
produzca la integración de España en las Comunidades 
Europeas". El Art. 3, R.D. 295/1985 señila que "las 
medidas contenidas en el presente R.D. tendrán vigencia 
hasta öl 31 de difciembre de 1988, excepto aquellas que 
por su propia naturaleza tengan un plazo distinto de 
duración". Se plantea asi la cuestión de si hasta el 
final del plazo de vigencia de las medidas es posible la 
incorporación de las empresas a la ordenación sectorial. 
En la práctica el sistema utilizado ha consistido en 
aprobar los programas empresariales y ins subsiguientes 
ayudas, pero condicionándolas a determinadas operaciones» 
fundamentalmente fusiones entre distintas sociedades. De 
este modo a lo largo de 1988 se han materializado las 
ayudas que habían sido formalmente concedidas con fecha 
anterior a la de enero de 1988. 

!•• El Art 2, I D 2010/1981, indica que las medidas 
contenidas en el presente R.D tendrán vigencia hasta el 
día treinta y uno de diciembre de 1988 . La 
interpretación de täte precepto debt hacerse en el 
sentido de que cor» posterioridad a la fecha indicada no 
podrán integrarse nuevas empresa« a la ordenación 
sectorial, 1« aprobación de los programas empresariales y 
la correlativa asignación de beneficios debe realizarse 
dentro del plazo indicado Pero» como el reglamento 
sectoíial continua vigente, la atribución concreta y 
pormenor izada de lo» distinto« beneficio« así como el 
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tener presente que precisamente este sector ha sido 

objeto de un plan comunitario <•>. Una situación similar 

condicionamiento detallado de los mismos, puede 
determinarse en una fase posterior. 0 sea, no es que las 
medidas dejen de tener vigencia como erróneamente se 
índica en algunos decretos sectoriales, sino que estas 
tienen una duración acorde con las estipulaciones de los 
distintos actos de atribución de las sismas. No se trata 
de una cuestión de vigencia de la disposición normativa 
sino de termino de aplicación de la misma, tal y como 
correctamente se establece en la Disposición tmal 
segunda de la L.R.R. 

<s> La industria textil de la Comunidad incluye no sólo 
la hilatura y la tejeduria, sino también la fabricación 
de fibras quimicas, el acabado textil, el genero de punto 
y la confección. Esta heterogeneidad explica el distinto 
tratamiento de la problemática planteada por los diversos 
subsectores. Las directrices comunitarias relativas a 
las ayudas estatales para la reestructuración del sector 
textil y la confección se instrumentan mediante cartas de 
JU de julio de 1971, y 4 de febrero de iy?7. En ellas se 
establecen los criterios que deben orientar a los 
Gobiernos de los Estados miembros. La Comisión señala 
que las ayudas al sector textil y de la confección, 
caracterizado por un grado de commpetencia comunitaria 
muy intenso, entrañan el riesgo de falsear la 
competencia, en especial por lo que respecta a las ayudas 
a las intervenciones de racionalización y modernización. 
toe ello, es necesaria la coordinación de las actuaciones 
publicas y el cumplimiento de unos determinados 
requisitos. Dos aspectos deben destacarse de las 

gidgigs&s fin di£i£u U ad e g^sjmg aua áakm. por iu t i r—al 

SMÍij£AmLe__KLaxa anexar. _. .cua. _ _ÄXUJ1_ tux el _EfiXüaáfi 
internacional En consecuencia, las ayudas solo pueden 
concederse para ia realización de inversiones si ia 
empresa esté en -end ic unes Je cut.rir p^r >-J tier; .-b •? ¿ :..* 
de los costes de inversion con sus recursos ¡r.(.¡.b. y 
las ayudas sólo pueden "uncederse para rea.war -:•» 
verdadera inversión le reest ruct ara: un y :.~ .r.h ».era 
sustitución de* equ.i.'_ -t-s-.e!. »u p. r e; .-e . s .. r. 
de ia Comisión je ,: ie : ~, . i., Je ido' s.tre ay_.ias 
concedidas por ei jotierr.; írsi;.:es =• .a ett reia r. .,bba. 
Saint frtres, ísLr.jsr,:« de t,r,Ju.:.s le*:».!1:. :e .a 
confección y der-vad-s :e. ŝi-ei o- lei Ctr .. c. 
concepto de reJ-::;:r. Je .. apa.-i ja i ' -. e Je s ig:, i : . a.j 
cuando se trata Je. r.-r.,. ion ado sector se :,r.v.erte er. 
oantir en ¡a piedra Je *-.-que en e. se, t .r Je .-^ *• . : - .> 
y ¿as ! itras s;r.tet..-as Asi e. "./digo s.Lre ayudas a 
Ji:hc sector. ad,pfad. p^r ¿a m̂isi-or. er. .d y 
'.«.tif r.íJu a Í_S tstaJ-s c:ecL: _s mediante aria je :̂  :.a 
la de ;u».w -le *. c? fr_r.:Le ". .JS ay^da ¿~e i- r . : . _• a . 
...:reie-;t: Je .a -apa : :ad le pr.-j,^ ior-, * ; d .:.» 
s^wjarior. 4e o . -.-.. _r:teri. er. .a .ecs. r j> .» 

IÍ 



se produce en el sector de construcción naval y en ios 

distintos subsectores siderúrgicos sometidos a un plan de 

reestructuración sectorial i e v . Distinta es en cambio la 

situación de los planes relativos a los dos grandes 

grupos empresariales, Union de Explosivos Hiu Tinto, 

S-A e ITT España , que se han acogido al regimen 

disecado por la L.K.K., pero cuyo proceso de 

reestructuración ha seguido unos complejos vericuetos, 

segurae_-nte porque la finalidad perseguida en estos dos 

casos no es 1» misma que ia de ia L h.R El recurso al 

sistema de reconversion industrial es puramente 

Comisión de 20 de enero de iytí8 sobre la propuesta de 
ayuca del Gobierno belga en favor de K. 

i»"' Cí el Preámbulo K.D. 1433/19«? El Heal Decreto 
Iz71/iyö4. de 13 de junio, sobre medidas de reconversión 
del sector de construcción naval, estableció en su 
capitulo IV un sistema de ayudas a la producción de ios 
astilleros con la denominación general de priwas a la 
construcción naval üichc sistema era de aplicación a 
ios buques y construcciones que se autorizasen desde el 1 
de enere de 1 y04 hasta ej 31 de diciembre de J..MMM Dado 
ei vacio legal existente desde ia ultima fecha mencionada 
y la necesidad de adaptar el sistema de primas a ia 
cunstruccion naval a ia normativa recogida en ia ÜÄ 

MJÀÚM&^^&^L·^...ílüïlAL·£MJlL·L·aiL·^BAMAl, adoptada ei ¿b de enero 
de 1BÖ7, resulta obligado ei dictar la disposición 
adecuada que cubra ambas exigencias En la redacción del 
articulado del presente Heal Decreto se ha tenido en 
cuenta, al igual que lo hacen las consideraciones 
preliminares de la tía. Directiva, ia necesidad de mantener 
un nivel aceptable de actividad en ios astilleros 
nacionales que permita ia supervivencia de un« industria 
de la construcción naval eficiente y competitiva, 
objetivo este ultimo a alcanzar ai f :nai se. p;r. ..: Je 
cuatro art or de vigencia de ia Direct, va mer-,, . : acá : 
•s r. r e * a. c ' ¿ .i a ¿a reebir. t ,rs, ;Lr; s;¡er.rí, s ifteL.-i 
re rJar <.¡e en e ; ¡. r f. . . t ex- *.- . A t a :e A : r.ea : ;. i-e 
••:--aL.e.e _.;, ¿-e: ; J , ¡e '.res a*. . s a r.tar :ts:t? .a 
si'.es.-;. pa:n .mp.etar .a reestr-, * .rs . •:. Je .a 
.'.:.£.* r . a s.itr^rg: a Je a _; er r 3 _ • •: .cas : .. . ' e = 
>'.trt»r.aJis y es t. at » e - ; Jas er. i . pr p ; .- !ra;s ; . art. ¿ 
} '. r * . . . '. i«.1 s - e r i o . a s r r * v . -¿ . : *• s le. 
I ra: a.J Je Ajr.es; :. y .a pr.rr.ga le j-term.r.ai s 
, r e. e p r s Je a .. r H f!f U s J i p r .a _ .. . . ; ~ r : e-
rrssjj^es: .s 3c. rsHJ.. ; a n 1 a o -a ^rie;. Je Je 
- ' ..1 r e Je .35 ' p r - ».3e a :' : ; a r .as .,t. 1. ..res t . az s> . 

ï.e :. Jas ap . . .. al , <»s para .^.mp.etar .a reestr-.'-.'h . .:. :e 
.a s:'í*"r«rg;a * x J e. • rent ... . Je .a r Jen 
s :. •; s * f r i a i 
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instrumenta 1 

Sin entrar ahora en ei análisis detallado del ámbito 

concreto de les planes comunitarios en los sectores de 

construcción naval y siderurgia »•• , quisiéramos 

explicar cono el esquena de intervención publica diseñado 

por la L.H.H. se adecúa a las previsiones de ios Tratados 

constitutivos Para ello expondremos brevemente los 

condicionantes, i,ue de acuerdo con los principios de 

concurrencia y de competencia leal, se establecen en ei 

Derecho comunitario en relación a las ayudas estatales a 

las empresas l B 8 

El art 92.1 Tratado C E.t. establece como 

principio rector la prohibición de las ayudas estatales 

que falseen la competencia condicionando ios libres 

intercambios comerciales 2 Ü O La regla general de 

*•• Vid breves referencias de la nota anterior 

imm ^ç BERCUVITZ, A , Normas sobre la competencia en el 
Tratado de la € E E y áLONSÜ ÜHEBA, A., El marco 
constitucional economeo-espartoi y la adhesion a las 
Comunidades Europeas , an Tg ajado de „ JLftXuiM 
CUAlULLlAL·LO*.^ <V°i H > . "JP cit , (Vol II», pags o'¿'f 
y ss y vol (1), pags 2tí4 y ss , respectivamente 

aoo gl concepto de ayuda estatal manejado p¡ : la 
jurisprudencia y la comisión de la Comunidad es muy 
amplio Cf . Sent de '¿'ó de Febrero de idöl la noción de 
ayuda er mas general que la noción ú% subvención, porque 
comprende no solamente prestaciones positivas, tales 
r,• C-. : as K r >p i as s,.t. ven • : '.es s .:. ;gua . me;, t e 

i l i U i y f i i . ^ . i i e i - i -e ' • » " • t e r m a s d . v e r b a s , a ^ ^ g X A Í i *Aü 
- a r j ü b ^ e •• rma . mer f *- g r a v a n - . ; . r f s u f . . . e b t , l e _.;.« 
empresa y '- ,r e... & .:. ser s-í ve:.... f. es e;. e. ser'. .J 
es'r, t .e .a pa.^tra s r. Je .Je,-,:: a car ; ra.e¿a i 
• - . e : . c . fili.L^S * i f i i í * ¿ M f i ' t >--e i s , . : ; J e . a „ m . s . ^ f . 

c c * t e . 8 r e í . , . . , .;: l e a r g a s s . . . » ¡ » s •. r. s r . ! .. y e:. 
a y c J a s e s c a t a . e s Je a c e r j . ~ .'; . - J i s p u - s t . es. e . a» 
: e . a r* s t J e t . J a - j - e t a m e : er; p e r m . t e r a . 
: e : . e ; . a r . . c s . t . r t a r med . ar. l e r e _ ^ r s . 5 i J : » . . S . - S 

. s ' e s ^ e d e . t r _ m-.-J . r . ^ í . e r a J e t i J . s o p . r t a r 

http://escata.es
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incompatibi1 idad de las ayudas financieras estatales con 

el Mercado Común queda ampliamente atemperada por las 

excepciones previstas en el apartado tercero del H U B O 

precepto, especialmente si atendemos al amplio margen de 

discrecional idad que posibilitan lus supuestos c) y d)) 

For lo tanto, mas que de una prohibición taxativa, 

de lo que debe hablarse, sobre todo si atendemos a las 

facultades asignadas a los órganos comunitarios en los 

arts d'¿ y y'J, es de una traslación de las decisiones de 

los órganos estatales a los de naturaleza supraestatal 

2U2 

La intervene í-T omunitaria se articula a traves de 

dos mecanismos En primer lugar la obligación de los 

Estados miembros de poner en conocimiento de xa Comisión 

todo proyecto de creación o modificación de ayudas a o 3 

a u j Ei art ai: d establece que podran considerarse 
compatibles en el mercado común c> iss ayudas 
destinadas a facilitar el desarrollo de actividades 
"uiicretis, siempre que no alteren las condicior.es de los 
intercambios en forma contraria ai mteres común y d> los 
demás tipos de ayuda que determine el Consejo por 
decision adoptada por mayoría cualificada, a propuesta de 
la com is ion 

a o a Una valoración en este sentido an tEKMáNDEZ r'áhHEKfcS, 
G , El control de .as ayudas financieras nacionales , en 

IxjLlisi* Aa-ÜMJJLíhsi .^auaxkaxjLü-__. op cit r « , u>, 
pag ri».^ 

a o * El á r t á J i k i I r a t a d . 'Et ^ e n j i a -j.̂ e >g ^ ^m^si^i« 
g i . a a . n n r a fermar.«: , ternes t e jf . t < y r, . s t s U J ^ s 
s i e m b r e s , IMÜ XSÄimiiüfcÄ Ä& SiMïL·laA fiJLiu&LeuLSA et- : * . n ¡» 
t b t a d . ^ s r r _>p ...r.dra a e s t o s ¿as med . l a b ap r 4 . 8 . » ^ ^ e 
ex 1. a e ; l e s a r r . . 1 pr g r e s ¡ v „ e 1 í a í . i c a m e r o . l e . 
l í r ' a i _ • mor. 

. 1 i e s p - . e s l e r a t e r e a p . a z a d v a * s .r.t T e s a d .s t a r a 
-l^e p r e s e n t e n i , s L s e r v a c i •r.es .a u « ¡ » i ' i , . i m p r o b a r e 
lue a.'ti s y . l i e s t i l a ; . o n . : e a ; J a :or¡ a r g - a f ^nd^s 
p u t i i ^ . s n- e s . ^ u p a t i t . e *o-n e* m e r c a d a ' o t u : . er, í . r ' . a J 
l e * a r t i - . ^ i : a . . «ae J i c r . a s y - d a se a p . i - a J e mar.era 
ac i^s .va l e c d i r a í - e e . E ü i i u i n t e r e s a d - ;a s u p r i m a . 
• o d i f i ^ a « er, « i p i a r - ^u« í»**a misma J t t e r i ü . í A 

kj. í »likLi A.Il.».^l'l.. O« _ .«¿.S VAL. L 5 »« ¿*St «C&L» SIL C«. AXLÀI^M-AJ« 

i - . s^ ÍJÍJI iMA,iminL¿a. u e i A ¿ : . ¿ CÍ. e^ ¡ u « — . - ¿i- *-.* 
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Pero no se tra'a simp léñente de un deber d« notificación 

ya que deba realizarse cun la suficiente antelación a fin 

de que la Collision pueda formular las observaciones 

pertinentes a o* . Dicha intervención es relevante ya que 

si la •'illusion considera incompatibles las ayudas con el 

mercado común, el Estado miembro no podra ejecutar las 

medidas proyectarles a o a. 

En segundo lugar, la intervención comunitaria opera 

de forma directa a traves de ia adopción, por parte de la 

•-'omisión. de ios reglamentos necesarios para la 

aplicación del regimen comunitario de ayudas Mediante 

estos reglamentos se determinan las condiciones de 

api i -ación del art dk 3 , así como se precisan ios 

supuestos de ayudas que quedan excluidos (14 art 94 

Tratado CEE ) a o B 

acá. ii2ü5jylftXA!2A^£.iamEaLiiLÍfl. cun... a i AfiX£AdíLJiüJiuriJ-_íaiAiulii 

Si, con respecto a esta ayuda, la Comisión hubiere 
iniciado el procedimiento previsto en el párrafo primero 
de i presente apartado, la instancia del Estado interesado 
dirigida al Consejo tendra por efecto la suspension de 
Jocho procedimiento hasta que este ultimo se naya 
pron u no i a d o sobre i a cuestión 

a o* El H b l'/bb/lüd/. de iJ de diciembre. regu.s el 
procedimiento de comunicación a ia Comisión de ¿as 
Comunidades Europeas de los provectos de las 
administraciones o entes públicos que s* propongan 
establecer, conceder o modificar ayudas internas 

a ü ö á este respect a: ** • «-- •*: 
imperativo y de r :e-. t .i . . 
procedimiento titífoi- : ¡as *".. » 
efecto directo ha h.J- re-
•ust ¡cu en su Sentar, .a \r 

..a . « eg»* . . sao :e .as 
.-...'sanarse s p . s t e r i. r . y . 
*;. - mp at »t ; „ ; la a .a 'tibi r. 

-r . i ^ f j i f . .o» le . T r . r jf;a * le 
^ & ^ t a * 2 ä ií«ci*tr .s ^ ^ e r e c ^ p e r e o 

a s a i j J a s o *?.i;3ss : . e g a i » e r . t e 

c u e n t a 

a r d d «s 1 
por e l 

"e J un i u oe 
a y *¿ o a s o . 

a d e a a s e 
le i - e r 

:e - i 

e * 
r, o r 

• r t 
T r i b u 
I d •' o 

í. o o r 
r a 

b er e l . 

mas ae 
dJ c u y o 
n a i d e 
v a s u n t o 
8 J¡K .j f? S 

. r, . s 
t . g i í a 

. a r . s 

¿ua - a 
e s t a t . * 

**. e t ; . . 
ay ¿ Jà i . 

e i s . . .:. ademas Je e s t - s r eg i i í e r . ; „a r.a 
cd a t r a v e s de « • • ! . • . » . .est r i t e r , t . a »as 
.#5 le i i s t i o t . a • . p . s J« a y _» J. n s • ; a p r 

.a p v i . . ¿r. de .a - ' „» .h i e r , er. r ? . i . i o . a .ast. 
sa . v a s e r . t . a s •mp r e s a s Sí« S . w S 
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La intervención de ia Collision garantiza que las 

acciones de ios Estados miembros correspondan a ios 

objetivos comunitarios, especialmente en lo referido a 

las normas sobre la competencia La compatibilidad con el 

Tratado debe i-on templarse en el contexto de ia Comunidad 

en su conjunto y no soju de un Estado miembro Las 

políticas estatales de ayudas deben ser evaluadas desde 

un punto de vista comunitario ¡Jebe t^esrse en 

~or.s iderac ion el ínteres comunitario a o / 

"Jan este control comunitario se puede producir una 

transferencia de las dificultades sectoriales de un 

Estado a otro. manteniendo artificialmente empresas no 

rentables e impidiendo crear una estructura industrial 

competitiva a nivel comunitario Se trata de evitar 

pc.it íoas r>.aci>>naies contradictorias 

o'on esta finalidad i a Comisión ha procur~do 

establecer unos principios generales que rigen ia 

actuación de los Estados miembros de forma paralela ai 

• .-••ntrol puntual sobre las ayudas a las Empresas 

•one ret as Estos principios rectores son sustanc ia ímente 

,us siguientes información. publicidad, transparencia y 

coordinación en i a actuación de loa poderes públicos y 

carácter selective, temporal. proporcional y adecuado a 

Estados miembros por oa.'h :e ..-i Je Er,er :- . ? .- _a 
política seguida por ia m s. o. nsis'e ri, :. Hit.t.r 
las ayudas de salvamente ss.. s: - e o,-ele: l.rs! > ¡-, 
corto periodo de tiemj e. '.ett -." e^ar. >a:a 
averiguar el origen de .a=, :.:..w.tades le .na >-mpre3a y 
f.at'.rsr .as med idas :e re .^-rs. , i. : <- esar . s:> y 
;«•'.: ,*i y en forat c» ."»:;* s . p rest am i a ' . • s :«* 
mer ed_ .%. deben proc. .: cle.t s negar..- s, e:. .m> 
.'¡LiStrias de ios otr ; rstad.s mecí i b / ¡etc. 
• -.' .t . 'irse a .a Comisión los casos de cierta 
. E^. . r * S U .a 

dU' ;ht*¿, nm t. -ntr.i de .as ayudas de Estad., en 
.»i '; cí c.,1̂  lase ¿ha pags i". J y ss Este a-.t--r 
p-j.e de re¿.«ve ¿ ̂ *. un enfogue exc .us ; vite;, t e na ¡,,r.s. 
i.eii .ordj.ir a .na ¡r.a-siru fragmentada y p *o 
: - «t et . t . va í rei.tt a .ss empresa» de El .ój > Jap....n 
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los objetivos establecidos por lo que se refiere a 

medidas concretas a adoptar a u e Precisament© con el 

término transparencia se nace referencia a la 

circunstancia de que la Collision debe estar en 

condiciones de comprobar permanentemente que la cedida 

adoptada responda i les objet i:os señalados, que esta no 

implica ana transferencia de dificultades industriales de 

un país miembro hacia ios otros "<tott 

Asi, paulatinamente, la Comisión ha ido formulando 

una política propia en deterninados sectores, necesitados 

de retornas estructurales y en los que el mero juego del 

»t-roado nu permite avanzar hacia los objetivos económicos 

y sociales de ¿a Comunidad El examen de los criterios 

est ab 1 f>- idos *»n .sectores como textil, automóvil, papel, 

titiras sintéticas, construcción naval y otros pone de 

relieve tas siguientes pautas 

Las ayudas Jeben enmarcarse en un plan de recen vers ion 

del sect or 

Ceben estar limitadas a las empresas que verdaderamente 

ï U B ALuNSu UhEbA, A , El marco c o n s t i t u c i o n a l económico 
e s p a ñ o l y ia A d h e s i o n a l a s C o m u n i d a d e s E u r o p e a s , en 
IXJUAilU ilfi. J¿eLü£llíi- .£JUWIUlAJL¿il~ *.. op c i t . p a g s ¿t>4 y 
5s , especialmente notas 63 a 00 

aui* Asimismo, debemos tener presente la Directiva sobre 
transparencia en las relaciones financieras entre ios 
Estados iitebros y las empresas publicas. El fundamento 
de dicha regula . -n reside en el principio de paridad de 
trato entre emtre^ss r ovidas y publicas La Comisión, 
de forma muy pragmática, ha ido perfilando los criterios, 
utilizando como parámetro el comportamiento empresarial 
normal» razonable, de acuerdo con ios criterios señalados 
por el Tribunal de Justicia Este ha sertaiado que ptra 
comprobar si una contribución de capital constituye o no 
ayuda estatal es necesario comprobar si la empresa 
hubiera podido obtener o no estos fondos #n «i mercado 
privado de capitales Vid Sentencias de 14 de nobianbra 
de Ïatt4 (asunto 3'¿3/b'¿) y 10 da julio de ltíct as-nt 3 
¿U4/Ö4 y 40/85) Cf Carta da ia Comunidad a *.s tstao-s 
miembros de I? de Septiembre de 1UÖ4 0RÏ12 áhofc« á , 
Las empresas publicas en el marco de las Comunidades 

Europeas Aspectos del ordenamiento comunitario europeo 
sobre lioertad de competencia y sobre políticas 
sectoriales interesando a ia empresa publica , _ A * 
¡iULLUU£lflüsJU£u£flfiJUaA. 1**83 , 10-2, pags. 413 F ss 

* 
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lo necesiten. 

- Deben conducir a ir. viabilidad de la eaprese y no sólo 

a aantener una situación deteriorada. 

- Liaitadas en el tieapo y aecreeientes en su cuantía 
vio 

La adopción de una política sectorial comunitaria 

significa la constatación del "interés coaunitario" de la 

reestructuración del sector. Dicho planteaaiento 

garantiza una coapetencia intracoaunitaria justa y 

uniforae al evitar la discriainación y el falseamiento de 

la coapetencia que puede derivarse de un rcgiaen de 

ayudas nacional. 

Junto al régiaen general de las políticas 

sectoriales coaunitarias, debeaos toaar en consideración 

las previsiones del Tratado de la Coeunida*! del Carbón y 

del acero. La C E C A se caracteriza por unas 

particularidades que la diferencian de otras Comunidades, 

y especialmente en lo que atañe a poderes atribuidos a la 

Coaisión en el ¿abito de la ordenación de la siderurgia 
2 1 1 Especialmente relevante es la facultad de 

relacionarse directamente con las empresas del sector al 

objeto de obtener información, cobrar las exacciones 

CECA, iaponer sanciones en el supuesto de incumplimiento 

de la normativa CECA o de falsedad en la información 

suainistrada a i a . 

aio vid.. Directiva del Consejo de 28 de enero de 1887, 
sobre ayudas a la construcción naval ((87/187/C1E). 

2 1 1 Al referirnos a la CECA debeaos tener presente que el 
áabito de aplicación del Tratado CECA no abarca todos los 
productos siderúrgicos o carboniferos sino solaaente los 
expresaaente aencionados en el Anexo X en el que se 
definen loa térainoa "carbón" y "acero", y por otra 
parte, de acuerdo con loa objetivos CICA (art. 3), 
supera el aereo sectorial del Tratado CECA al entrar en 
el áabito energético, del transporte y de investigación y 
desarrollo (Art. 9 del Tratado de Bruselas de 8 de abril 
de 1965) 

*** Las actuaciones ordenadoras del aereado consisten 
básicaaente en el estableeiaiento de las cuotas de 
producción y venta. autorilación de inversiones y 
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Pero lo que nos interesa ahora poner de relieve es 

la función de orlentlglÓP a los fabricantes que tiene 

asignada la Comisión, 11 art. 46 Tratado CECA establece 

que la Comisión para orientar la acción de los 

interesados y para determinar su propia acción deberá 

definir periódicamente objetivos generales en relación a 

la modernización; orientación a largo plazo de la 

fabricación y expansión de la actividad productiva. La 

política siderúrgica de la Comunidad se instrumenta a 

través de la formulación de las objetivos generales que 

tienen una función equivalente a la planificación »*» . 

Con este cuadro de referencia debemos considerar el 

régimen de ayudas especifico del Mercado Común del Carbón 

y del acero. á pesar del carácter estricto y categórico 

de la prohibición del art. 4.c. Tratado CECá, la práctica 

de la Comisión ha sido más flexible» sobre todo 

atendiendo al carácter estructural de la crisis del 

sector siderúrgico al*. La cobertura jurídica de dicha 

relaciones comerciales con países terceros. Las empresas 
están obligadas a suministrar información sobre las 
inversiones que superen una determinada cuantía. Vid, 
Arts. 4? y 48 a 84 del Tratado CECA. Vid. una aplicación 
de dichas potestades en ia Decisión na 194/88/CECA, de la 
Comisión, por la que se prorroga el régimen de vigilancia 
y de cuotas de producción de determinados productos para 
las empresas de la industria siderúrgica. 

Warn mm&%Ww *&§&&$ \ä , p km-mAmL·^À^^JA^mmà«mMMmSm wm-M£$\jEjBm<mM¡ »Hm leViliW^imi I w i t m-áV 

COlunifciri Hilano, 1967, peg. 314, nota 1. 

*** Durante el periodo 1961-1885 se han concedido ayudas 
globales para contribuir a la reestructuración de la 
industria siderúrgica comunitaria. Cf. Decisión na 
2320/81/CiCA de la Comisión modificada por la Decisión na 
1018/85/CECA de la Comisión. A partir de la Decisión na 
3484/85/CECA Comisión se ha seguido una política más 
restrictiva, otorgando las ayudas exclusivamente con 
fines concretos y hasta una cuantía muy limitada. La 
saturación que todavía persiste en diversas categorías de 
productos ha comportado la adopción de un nuevo marco 
jurídico. Asi, la Decisión na 322/89/CECA de la Comisión 
de 1 de febrero de 1988 establece la normativa 
comunitaria en materia de ayuda a la industria 
siderúrgica. Esta normativa deberá aplicarse hasta el 31 
de diciembre de 1991. Cf. especialmente las ayudas 
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actuación se encuentra en el art. 95 Tratado CECA, que 

atribuye a la Comisión, en los casos no previstos, la 

potestad de adoptar cualquier decisión o recomendación 

que sea necesaria para el buen funcionamiento del aereado 

común y para el cumplimiento de los objetivos de la 

Comunidad a i a La Coaisión» al establecer las 

condiciones de otorgamiento de las ayudas podrá 

determinar las sanciones aplicables. 

•i. .•.._•• I lllf Éi ^i •* ** •* « y •••* BiMftaBl »-iMlMliMii» p * - " #**"* • «\Ji4.\J ^ tAJ*ÍA3 M M i l M J I . A A l t i . l A M Mm.JUk i^aAi TMurTmÉm 
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Una vez indicado el sarco comunitario de referencia 

podemos exponer el significado de los Decretos 

sectoriales en relación a este parámetro a i* . 

Los Decretos sectoriales son adecuados con las 

reglas comunitarias que regulan la actividad estatal de 

ayuda a los sectores económicos Hedíante los planes de 

reconversión las medidas de apoyo a la reestructuración 

destinadas a los cierres de fábricas y las ayudas a la 
inversión que no supongan aumento de capacidad ya que 
dicha Decisión es aplicable a España al haber expirado 
las disposiciones del Acta de Adhesión a finales de 1988. 

2 1 6 El propio Tribunal de Justicia ha entendido que el 
régimen prohibitivo no es aplicable a las ayudas 
concedidas por la propia Comunidad, Sent, de 23 de 
febrero de 1861 (asunto 30/59). 

**• No hemos hecho referencia a las normas sobre la 
coapetencia de los Tratados CEE y CECA porque esta 
cuestión no constituye nuestro objeto de atención 
preferente. Debe toaarse en consideración en relación a 
la política de fusiones y concentraciones de empresas 
diseñada en la mayoria de planes de reconversión. Cf.. 
BERCOVITZ, A., op. elt.. especialmente pigs. 348 y ss., 
DOMÍNGUEZ GARCIA, H.A., La eventual aplicación de los 
artículos 85 y 86, T.C.l. a las concentraciones COBO 
cuestión abierta'. 8, Instituciones Europeas, 1887, 14-2, 
pigs. y en general; PELLICER ZAHORA, R., Dareoho 
ConunUariQ äa_li cOBCttenol*.- Madrid, 1886; KÜRAH, V. , 

isa de la competencia en 
^ W B B H M * 2 B J S B I M B V * " * * * * **" ^ * * *"** " BB jt <•> * * < # * # • 
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de determinadas empresas se integran en un prograna 

Dicha articulación permite la deterainación precisa de 

los objetivos y por lo tanto posibilita la intervención 

de la Couisión CEE. La intervención tiene COBO finalidad 

la coaprobación de la adecuación a ios objetivos 

político-econÓBicos y sociales comunitarios y comporta la 

aprobación del régimen estatal de ayudas, necesaria para 

su legitimidad comunitaria (arts, 92 y S3 del Tratado 

CEE) » " . 

Asimismo, la adopción de un plan sectorial 

constituye un instrumento de coordinación de las 

diferentes intervenciones a nivel empresarial, a fin de 

evitar tratamientos discriminatorios y ayudas no 

jusficadas y proporcionadas a los fines sectoriales a i B . 

a 1 7 Generalmente cuando la Comisión, en uso de las 
facultades atribuidas por el Tratado CEE (Arts. 82.3. y 
93), aprueba un régimen general de ayudas estatales, 
establece como condición la obligación de notificar los 
casos concretos y significativos de ayuda, de forma que 
puedan analizarse desde el punto de vista su repercusión 
en el comercio y la competencia intracomunitaria. La 
Comisión debe terer en cuenta consideraciones de política 
coBunitaria, el contexto coaunitario. La notificación de 
ios casos concretos y significativos permite la 
supervisión del régimen en su conjunto asi como, recoger 
datos para su eventual reexamen a la luz de ios efectos 
positivos que puedan producirse. Cf. Decisión de la 
Comisión de 7 de octubre de 1987 sobre la Ley 1386/1983, 
en cuya virtud el Gobierno griego concede diversas ayudas 
a la industria del pais í«8/167/CEE). 

a l s La idea de coordinación de las intervenciones como 
mecanismo de racionalización, a fin de contribuir a la 
consecución de los objetivos comunitarios freside las 
acciones de la Comisión. Asi se explicita, por ejemplo, 
en el Reglamento (CEE) na 2052/88 del Consejo de 24 de 
junio de 1988, relativo a las funciones de los Fondos con 
finalidad estructural y a su eficacia, asi como a la 
coordinecion—entre si áñ_siis íntcrvcncionc. con las del 
Banco Europeo de Inversiones y con las de los demás 
instrumentos financieros existentes. En este contexto, el 
instrumento idóneo para el cumplimiento de estos 
principios es, en terminología de dicho Reglamento, el 
marco comunitario de apoyo" que incluirá: las lineas de 
actuación prioritarias seleccionadas para la intervención 
comunitaria, las formas de intervención, el plan 
indicativo de financiación, con indicación del importe de 
las intervenciones, sus fuentes, la duración de las 
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Al nisuo tieopo «I carácter selectivo y temporal de las 

•adida« queda establecido da torna nitida, garantizando 

al principio da tranapareneia. 

intarvaneiona« Carta. S ap. 4 y 5» 8 ap. i» 10 ap. 3 y ii 
ap. 3). In definitiva, y uaando laa categorías 
habitua lea, se recurre al plan o programa. 
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